
 
 

Página 1 de 16 

 

GUÍA JURÍDICA SOBRE LA LEY 2/2023, DE 20 DE FEBRERO, 

REGULADORA DE LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS QUE INFORMEN 

SOBRE INFRACCIONES NORMATIVAS Y DE LUCHA CONTRA LA 

CORRUPCIÓN 

 

El pasado 21 de febrero de 2023 se publicó, en el Boletín Oficial del Estado, 

la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que 

informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción1 (en 

adelante, “Ley 2/2023”).  Este nuevo texto entró en vigor el 13 de marzo de 2023, y 

responde a la obligación del estado español de transponer la Directiva 2019/1937 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de 

las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión2 (en adelante, 

“Directiva de Whistleblowing”). 

Se trata de una ley, a nuestro juicio, precipitada en su redacción pues 

presenta numerosos problemas técnicos. Basta decir que existe un expediente 

sancionador contra el Reino de España a causa de su deficiencia en la transposición de 

dicha Directiva, debido a que la misma genera inconvenientes en su aplicación e 

interpretación, que repercute en dificultades para aquellas personas responsables de su 

implementación.  

Estas dificultades se agravan debido a la diversidad de normativas que 

existen, como son: la norma de carácter general del artículo 31 bis del Código Penal, la 

Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 

del terrorismo o la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no 

discriminación.  

Cada una de ellas establece sus propias normas y canales que producen que, en la 

práctica, la Ley 2/2023 sea difícil de aplicar. Por ello, debemos considerar a ésta última 

ley como una normativa unificadora e integradora de todas las que se encuentran en vigor 

y comparten elementos comunes. 

                                                           

1 BOE núm.44, de 21 de febrero de 2023. 

2 DOUE L 305/17, de 26 de noviembre de 2019. 
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A continuación, procedemos a explicar los principales aspectos a tener en cuenta 

en relación a la Ley 2/2023: 

I. Principales novedades. 

La Ley 2/2023, mediante la cual el ordenamiento jurídico español transpone la 

Directiva Europea, pretende reforzar la cultura de cumplimiento de las entidades 

públicas y privadas a través de la protección de los denunciantes que quieran 

informar sobre las infracciones conocidas en el contexto laboral/profesional.  

En este sentido, las principales novedades que introduce esta norma son las 

siguientes: 

 Amplía el ámbito de aplicación respecto del tipo de comunicaciones que generan 

el derecho a estar protegido. 

 Obliga a aquellas empresas, del ámbito público y privado, que superen los 50 

o más trabajadores a implantarla. 

 Requiere la tramitación efectiva de las comunicaciones en la que también habrá 

que respetar una serie de garantías y derechos mínimos.  

 Exige la integración de todos los canales de las entidades en un único sistema 

interno de información, garantizando así que la recepción y tramitación de todas 

las comunicaciones sobre potenciales infracciones cumpla las exigencias de esta 

ley. 

 Exige que las entidades admitan y tramiten denuncias anónimas. 

 Dispone la creación de la Autoridad Independiente de Protección al 

Informante, con potestades sancionadoras en esta materia y con 

responsabilidades de gestión del canal externo de denuncias que también crea la 

ley, así como de las medidas de apoyo a los informantes, entre otras funciones.  

 Legitima la revelación pública de las infracciones en determinados supuestos. 

 Impone la obligación al órgano de administración o de gobierno de designar 

a un responsable del sistema de información interno. 

 Las medidas de protección no se limitan, exclusivamente, a la prohibición de 

represalias, también a medidas de tipo asistencial que, en algunos casos, pueden 

incluso implicar la concesión de apoyo financiero al informante.  
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II. Finalidad. 

La Ley 2/2023 persigue dos objetivos concretos: a) En primer lugar, otorgar una 

protección adecuada a los informantes frente a las represalias que pudieran sufrir 

por el hecho de haber comunicado irregularidades o determinados incumplimientos 

normativos; y, b) En segundo lugar, persigue expresamente el fortalecimiento de la 

cultura de la información, de las infraestructuras de integridad de las 

organizaciones y el fomento de la cultura de la información o comunicación como 

mecanismo para prevenir y detectar amenazas al interés público. 

 

III. Ámbito objetivo. 

El ámbito objetivo de la norma comprende todas las comunicaciones que 

versen sobre:  

1. Infracciones del Derecho de la Unión Europea, cuando:  

o afecten a alguna de las materias señaladas en el Anexo I de la Directiva de 

Whistleblowing,  

o afecten a los intereses financieros de la Unión, o  

o incidan en el mercado interior. 

2. Infracciones administrativas graves o muy graves; o  

3. Hechos delictivos.  

Se contemplan algunas excepciones como, por ejemplo, las comunicaciones 

relativas a información clasificada o que puedan afectar a la seguridad del Estado, que no 

entrarían en el ámbito de protección de la norma. 

 

IV. Ámbito personal. 

La Ley 2/2023 protege a cualquier persona que, en un contexto laboral o 

profesional, haya obtenido información sobre presuntas infracciones, ya sea en el 

sector público o en el privado. La protección no se circunscribe solo las personas 

empleadas de los sujetos obligados, sino también a cualquier otra persona que, en el 



 
 

Página 4 de 16 

 

ejercicio profesional o en el marco de la prestación de servicios, haya interactuado con 

dichos sujetos.  

Así, la Ley 2/2023 incluye, pero sin limitar:  

o Empleados públicos;  

o Trabajadores por cuenta ajena;  

o Autónomos;  

o Accionistas, miembros del órgano de administración, dirección o supervisión 

de una entidad; 

o Voluntarios, becarios y trabajadores en períodos de formación; y,  

o Cualquier persona que trabaje para contratistas, subcontratistas y 

proveedores.  

Así, dichas comunicaciones pueden referirse a hechos conocidos que hayan 

ocurrido cuando la relación esté todavía en vigor, haya finalizado o incluso todavía 

no se haya iniciado. Por ejemplo, en referencia a hechos ocurridos en una entrevista de 

trabajo o proceso de selección.  

El alcance de la protección se extiende a las personas relacionadas con el 

informante como son: los compañeros de trabajo, familiares, personas jurídicas para las 

que trabaje o de las que sea titular, etc.  También se extenderá a toda persona física que 

haya asistido al informante y, específicamente, a los representantes legales de los 

trabajadores en el ejercicio de sus funciones de asesoramiento y apoyo al informante. 

 

V. Sistema interno de información. 

La obligación de implantar un sistema interno de información se prevé tanto 

para las entidades públicas como para las privadas que se indican a continuación: 

ÁMBITO PÚBLICO ÁMBITO PRIVADO 
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En el caso de un grupo de empresas, la sociedad dominante debe: 

1. Aprobar una política general relativa al sistema interno de información y 

a la defensa del informante; y, 

2. Asegurar la aplicación de sus principios por todas las sociedades que 

conformen el grupo, sin perjuicio de la independencia y autonomía de cada 

sociedad en función del sistema de gobierno corporativo del grupo del que 

se trate y de las modificaciones o adaptaciones que fueran necesarias para 

el cumplimiento de la normativa que les resulte aplicable.  

Las entidades de menor tamaño (entre 50 y 249 trabajadores) podrán 

compartir entre sí el sistema interno de información y los recursos destinados a la 

tramitación de las comunicaciones, respetando en todo caso las garantías previstas en 

la ley. 

 

 Administraciones estatales, 

autonómicas y locales, así como sus 

organismos o entidades 

dependientes. 

 Autoridades administrativas 

independientes (Banco de España, 

Seguridad Social, etc.). 

 Universidades públicas. 

 Corporaciones de Derecho Público. 

 Fundaciones del sector público. 

 Sociedades mercantiles participadas 

mayoritariamente por alguna de las 

entidades enumeradas anteriormente. 

 Órganos constitucionales, de 

relevancia constitucional o análogos 

autonómicos. 

 Personas físicas o jurídicas que 

tengan contratados a 50 o más 

trabajadores. 

 Personas jurídicas que entren en el 

ámbito de aplicación del Derecho 

comunitario en materia de servicios, 

productos y mercados financieros, 

prevención del blanqueo de capitales 

y financiación del terrorismo, 

seguridad del transporte o protección 

del medio ambiente. 

 Partidos políticos, sindicatos, así 

como las organizaciones 

empresariales y fundaciones creadas 

por ellos que reciban fondos 

públicos. 
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VI. Responsabilidad en la implementación y gestión del sistema. 

En lo que se refiere a la implementación, la responsabilidad recae en el 

órgano de administración o de gobierno de cada entidad que debe seguir un trámite 

de consulta con los representantes legales de los trabajadores a tal efecto, y tendrá 

la condición de responsable del tratamiento de los datos personales del sistema 

interno de información.  

En lo que respecta a la gestión del sistema y la tramitación de las 

comunicaciones, las entidades deberán contar con un responsable del sistema 

interno de información, que deberá cumplir los siguientes requisitos:  

 Ser específicamente designado por el órgano de administración o de gobierno.  

 En caso de tratarse de un órgano colegiado, este deberá delegar en uno de sus 

miembros la gestión del sistema y la tramitación de los expedientes de 

investigación.  

 Deberá gozar de plena independencia y autonomía respecto del resto de los 

órganos de la entidad (incluyendo el órgano de administración).  

 En el sector privado, deberá ser un directivo de la entidad que asumirá 

exclusivamente esas funciones (salvo que no estuviera justificado), si bien 

podrá coincidir en la persona responsable de la función de cumplimiento 

normativo.  

 El nombramiento o el cese deberá ser notificado a la Autoridad Independiente 

de Protección del Informante en el plazo de los 10 días hábiles siguientes.  

 

VII. Principios esenciales del sistema interno de información. 

El sistema interno de información constituirá el cauce preferente para la 

comunicación y tramitación de denuncias.   

Los principios esenciales del sistema interno de información pueden 

sintetizarse en los siguientes:  
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 Garantía de confidencialidad de la identidad del informante y de cualquier 

tercero mencionado, así como del tratamiento de la información y su 

investigación.  

 Garantías frente a la adopción de represalias.  

 Respeto al principio de presunción de inocencia y derecho de defensa de las 

partes afectadas.  

 Garantía de independencia, imparcialidad y ausencia de conflictos de interés.  

 Tramitación efectiva de las comunicaciones.  

Asimismo, la Ley 2/2023 exige a los sujetos obligados la integración de todos 

los canales internos operativos en la entidad para la denuncia de posibles 

infracciones como, por ejemplo, canales de prevención del acoso, de la prevención de 

delitos o infracciones del Código de Conducta de la entidad.  

Adicionalmente, las entidades estarán obligadas a disponer de: 

(i) Una política que enuncie los principios generales del sistema; y, 

(ii) Un procedimiento de gestión de comunicaciones, que deberá ser aprobado por 

el órgano de administración o de gobierno y de cuya efectiva implementación responderá 

el responsable del sistema interno de información.  

El procedimiento de gestión deberá contener, al menos, la siguiente información:  

a. Relación de los canales internos disponibles.  

b. Información clara y accesible sobre canales externos de información y ante 

las instituciones u organismos de la Unión Europea.  

c. Obligación de acusar recibo al informante y fijación de un plazo máximo para 

dar respuesta a las comunicaciones recibidas.  

d. Posibilidad de mantener una vía de comunicación con el informante y de 

solicitarle información adicional.  

e. Derechos de la persona denunciada (a que se le informe de las infracciones 

que se le atribuyen, a ser oída en cualquier momento, al honor, etc.).  

f. Extensión de la garantía de confidencialidad respecto de las comunicaciones 

que se cursen a través de canales o personas distintas de las previstas en el 

sistema, debiendo formarse expresamente al personal en esta materia.  
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g. Exigencias derivadas del cumplimiento de la normativa sobre protección de 

datos personales.  

h. Obligación de remitir la información al Ministerio Fiscal cuando los hechos 

pudieran ser indiciariamente constitutivos de delito; y, a la Fiscalía Europea 

cuando afecten a los intereses financieros de la Unión.  

 

VIII. Formulación de las comunicaciones mediante un canal interno.  

El sistema de información contará con un canal interno para la gestión de las 

comunicaciones, con la posibilidad de externalizarlo a través de una tercera persona. 

En el caso de delegarlo a un tercero, éste debe ofrecer las garantías de 

independencia, confidencialidad, protección de datos y secreto de las 

comunicaciones. Tendrá la consideración de encargado de tratamiento a efectos de 

la legislación sobre protección de datos personales. En todo caso, la gestión por un 

tercero externo no podrá suponer un traslado de las obligaciones atribuidas al responsable 

del sistema en una persona distinta.  

En cuanto a la presentación de las comunicaciones, el sistema interno de 

información deberá permitir su presentación de forma verbal o escrita (o por 

ambas):  

 Cuando se trate de comunicaciones verbales, estas podrán formularse por vía 

telefónica o por sistema de mensaje de voz. Además, previo consentimiento del 

informante, las denuncias verbales deberán documentarse mediante una 

grabación o transcripción, ofreciendo al informante la posibilidad de revisarla 

y firmarla en este último supuesto.  

 Cuando se trate de comunicaciones por escrito, estas se podrán remitir por 

correo postal o por cualquier medio electrónico habilitado al efecto.  

Si lo solicita el informante, deberá darse la posibilidad de agendar una reunión 

presencial. Asimismo, el informante podrá señalar el modo en el que prefiere recibir las 

notificaciones relativas al tratamiento de la comunicación, indicando un domicilio, un 

correo electrónico o un lugar seguro a tal efecto.  
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IX. Régimen de publicidad y registro. 

Las entidades que cuenten con una página web deberán incluir, en su página 

de inicio, en una sección separada y fácilmente identificable, información clara y 

accesible sobre el uso de todo canal interno de información que hayan implantado, 

así como sobre los principios esenciales del procedimiento de gestión. 

De igual manera, los sujetos obligados deberán disponer de un libro-registro 

de las comunicaciones recibidas y las de investigaciones realizadas. Dicho registro no 

será público y únicamente podrán acceder a él los jueces y tribunales en el marco de un 

procedimiento judicial. Los datos personales relacionados con las comunicaciones e 

investigaciones únicamente se conservarán durante el período que fuese necesario, que 

en ningún caso podrá superar los diez años. 

 

X. Plazos.  

En el supuesto de que el informante manifieste mantener una reunión 

presencialmente, ésta se debe fijar dentro del plazo máximo de siete días desde la 

formulación de la petición.  

Tras la recepción de la comunicación, la entidad deberá enviar acuse de recibo al 

informante en el plazo máximo de siete días.  

El plazo máximo para dar respuesta a las actuaciones de investigación se 

establece en tres meses a partir del vencimiento del plazo de siete días después de 

efectuarse la comunicación, salvo casos de especial complejidad que requirieran una 

ampliación del plazo, en cuyo caso este podrá extenderse hasta un máximo de otros tres 

meses adicionales.  

La norma establece también determinados plazos que deben cumplirse en materia 

de conservación y eliminación de datos personales. Estos plazos están en línea con los 

previstos hasta ahora en la normativa previa de protección de datos. En particular, se 

establece que las comunicaciones podrán mantenerse dentro del sistema de 

información únicamente durante el tiempo imprescindible para decidir sobre si 

procede o no iniciar una investigación. Si esta decisión no se adoptara en un plazo 
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de tres meses, deberá suprimirse del sistema la comunicación, salvo con el fin de 

mantener evidencia del funcionamiento del sistema y de forma anonimizada si fueran 

comunicaciones no cursadas. Por tanto, los sistemas deben diseñarse e implementarse de 

una forma adecuada para cumplir con estas obligaciones de supresión. 

 

XI. Implicaciones de la prohibición de represalias. 

Se prohíben expresamente los actos constitutivos de represalias, incluidas las 

amenazas de represalia y las tentativas de represalia, contra las personas que presenten 

una comunicación.  

Se entiende por represalia cualesquiera actos u omisiones que estén prohibidos 

por la ley, o que, de forma directa o indirecta, supongan un trato desfavorable que sitúe a 

las personas que las sufren en desventaja particular con respecto a otra en el contexto 

laboral o profesional, solo por su condición de informantes.  

La Ley 2/2023 incorpora una lista, a título ejemplificativo, de las acciones que 

se pueden considerar represalias. En los procedimientos laborales corresponderá a la 

entidad que haya tomado una medida perjudicial probar que, esa medida, se basó en 

motivos debidamente justificados no vinculados a una comunicación o revelación 

pública. Dicho de otro modo, se introduce una inversión de la carga de la prueba en esta 

materia.  

Otros ejemplos de implicaciones derivadas de la prohibición de represalias es el 

carácter nulo de pleno derecho de los actos administrativos que tengan por objeto impedir 

o dificultar la presentación de comunicaciones o que constituyan represalias, así como la 

posibilidad de aplicar medidas disciplinarias correctoras o de reclamar la correspondiente 

indemnización de daños y perjuicios.  

Asimismo, se prevén determinadas medidas de apoyo a las que podrán 

acceder los informantes, tales como, asesoramiento público y gratuito sobre 

procedimientos y recursos disponibles, asistencia efectiva por parte de las autoridades en 

relación con la protección frente a represalias o, en su caso, apoyo financiero o 

psicológico. 
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XII. Reglas para el tratamiento de datos personales en el sistema de información. 

La Ley 2/2023 establece un régimen específico en materia de protección de 

datos personales dada la relevancia que éstos supondrán en la gestión de las 

comunicaciones de infracciones, de forma que modifica el artículo 24 de la Ley 

Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 

derechos digitales3 para hacer una referencia al contenido de la propia Ley.  

Con respecto a la base legitimadora, la Ley establece una presunción de licitud, 

aclarando que los tratamientos de datos personales realizados en aplicación de la 

misma se entenderán amparados en el cumplimiento de una obligación legal, siempre 

y cuando la entidad esté obligada a disponer de un sistema interno de información y en 

los supuestos de canales de comunicación externos.  

Para los casos en los que disponer de un sistema de información no fuese 

obligatorio o cuando el tratamiento se derivase de una revelación pública, el tratamiento 

se presumirá lícito en la medida en la que se considera que resulta necesario para el 

cumplimiento de una misión realizada en interés público.  

Adicionalmente, se establece una presunción de licitud para el tratamiento de 

categorías especiales de datos personales amparándolo en el interés público esencial.  

Además de facilitar información adecuada y suficiente a los informantes y a 

quienes lleven a cabo una revelación pública en los términos establecidos en el 

Reglamento General de Protección de Datos, será necesario que, expresamente, se 

informe a los interesados de que su identidad será reservada y que no se comunicará 

a las personas a las que se refieren los hechos revelados ni a terceros.  

Teniendo en consideración lo anterior, en el supuesto de que los afectados por los 

hechos relatados ejercieran su derecho de acceso, se debería tener presente que el 

nombre de los informantes es un dato que nunca debería facilitarse.  

                                                           
3 BOE núm. 294, de 6 de diciembre de 2018. 
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Igualmente, en el caso de que el afectado ejerciese su derecho de oposición, se 

presumirá, salvo prueba en contrario, que existen motivos legítimos imperiosos que 

legitiman el tratamiento de sus datos.  

Otra medida con la que se pretende proteger a los informantes es limitando 

el acceso a los datos contenidos en el sistema de información a las personas que, 

atendiendo a sus competencias y funciones dentro de la entidad, resulten estrictamente 

necesarias.  

En este sentido, el legislador ha incluido una lista cerrada de personas que 

podrán tener acceso a los datos, aunque matiza que los datos podrán también ser 

comunicados a personas distintas de las incluidas en esa lista o, incluso, a terceros cuando 

así resulte necesario para la adopción de medidas correctoras o la tramitación de 

procedimientos tanto sancionadores como penales.  

Sobre la conservación de los datos personales, se establece que los mismos solo 

podrán ser almacenados en el sistema de información durante el tiempo que resulte 

imprescindible para decidir sobre la procedencia de iniciar o no una investigación.  

En cualquier caso, cuando transcurran tres meses desde la recepción de la 

comunicación sin que se hubiesen iniciado actuaciones de investigación, se deberán 

suprimir los datos personales, a menos que el objetivo de conservarlos sea dejar 

evidencia del funcionamiento del sistema, en cuyo caso los datos deberán ser 

anonimizados. 

 

XIII. Sanciones en caso de infracciones.   

La Ley establece un preciso régimen sancionador considerando infracciones, entre 

otras: cualquier actuación que suponga una efectiva limitación de los derechos y 

garantías previstos introducida a través de contratos o acuerdos a nivel individual o 

colectivo, cualquier intento o acción efectiva de obstaculizar la presentación de 

comunicaciones o de impedir, frustrar o ralentizar su seguimiento, incluida la 

aportación de información o documentación falsa por parte de los requeridos para ello, 

la adopción de cualquier represalia, o la vulneración de las garantías de 

confidencialidad y anonimato, entre otras.  
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El órgano sancionador será la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante o el organismo homónimo en el ámbito autonómico, en función del ámbito 

de la infracción.  

Las sanciones por la comisión de infracciones se pueden imponer tanto a la 

entidad infractora, pública o privada, como a los órganos internos responsables. En 

caso de incumplimiento o implementación deficiente de los sistemas de información, las 

entidades podrían enfrentarse a sanciones que, en caso de infracciones muy graves, 

podrían alcanzar:  

 Multas de hasta 1.000.000 de euros para las personas jurídicas y 300.000 euros 

para las personas físicas.  

 Amonestaciones públicas.  

 Prohibición de obtener subvenciones u otros beneficios fiscales durante un 

plazo de 4 años.  

 Prohibición de contratar con el sector público durante un plazo de 3 años.  

Las sanciones por infracciones muy graves de cuantía igual o superior a 600.001 

euros impuestas a personas jurídicas podrían ser publicadas en el Boletín Oficial del 

Estado, tras la firmeza de la resolución en vía administrativa. Asimismo, y puesto que la 

norma recoge una serie de reglas específicas en materia de protección de datos personales, 

el incumplimiento de estas podría dar lugar a sanciones administrativas bajo el 

Reglamento General de Protección de Datos. 

 

XIV. Preguntas y respuestas a la luz de su aplicación e interpretación.  

 

1) Para aquellas empresas que ya disponen de un Canal de Denuncias, ¿qué 

implicaciones tiene la entrada en vigor de esta normativa? 

La norma señala que, para aquellas que ya disponían de Canal de Denuncias, junto 

con su “compliance officer”, deben adaptarse a las novedades de la nueva ley y 

designar, al mismo tiempo, a un responsable del sistema de la información, así 

como a un encargado del canal. Será necesario establecer un sistema de reparto 

de las competencias y funcionamiento del canal de denuncias.  
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2) ¿Puede la terminología de la ley causar confusión en su interpretación?  

Sí, debido a que la terminología de la nueva ley es bastante ambigua, por lo que 

puede causar confusión en su interpretación. Así, en las políticas de 

funcionamiento del canal, recomendamos recoger un vademécum de terminología 

donde se pueda diferenciar el significado de cada palabra (a modo de ejemplo: 

diferenciar entre denuncia/queja o consulta/comunicación), debido a que, si se 

tratan de elementos muy específicos, y la persona empleada no tiene 

conocimientos jurídicos y accede por primera vez a un Código de Conducta o a 

un Canal de Denuncias, es fácilmente que surjan incertidumbres. De ahí que 

también la ley prevea un apartado sobre la formación a la organización en cuanto 

al funcionamiento del canal; explicándoles cuándo se utiliza, para qué, etc.  

3) ¿Quién puede ser la persona encargada del canal interno?  

La ley señala que la persona responsable de gestionar el canal interno no podrá 

recibir directrices. En la práctica nos encontramos que las personas que antes de 

la entrada en vigor de la ley eran las encargadas de gestionarlo, ahora no pueden, 

ya que, se encuentran bajo la dirección del empresario y, por ende, reciben 

directrices. Desde nuestro punto de vista, es necesario diferenciar los conceptos 

de independencia y autonomía. Cuando se habla de independencia quiere decir 

que el que toma las decisiones no tiene que rendir cuentas a nadie, sin embargo, 

no se puede entender que una persona unida a la empresa por un contrato laboral 

no esté bajo la dirección de la gerencia. Por tanto, la persona encargada del canal 

interno debe ser capaz de tomar decisiones de forma “autónoma”, pero siempre 

con el deber de rendir cuentas. Es decir, la persona responsable del canal debe ser 

autónoma, pero no independiente. Ante ello, en la experiencia, la solución más 

sencilla es que, debido a que la ley prevé que pueda ser una persona física 

individual con los requisitos de autonomía e independencia, también recoge que 

se pueda delegar en un órgano colegiado, pero que no necesariamente debe reunir 

esas dos características. La empresa podría nombrar al órgano colegiado como 

responsable y después éste asignar la labor a la persona que lo desempeñaba.  

4) ¿Si ya tenía un canal de denuncias, tengo que consultarlo con los 

representantes de los trabajadores? 
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La ley establece en su artículo 5, apartado 1, que: El órgano de administración u 

órgano de gobierno de cada entidad u organismo obligado por esta ley será el 

responsable de la implantación del Sistema interno de información, previa 

consulta con la representación legal de las personas trabajadoras. Desde nuestro 

punto de vista, si el canal es nuevo, es evidente que la intervención de los 

representantes es muy necesaria. No obstante, en aquellos casos en los cuales los 

canales ya están en funcionamiento, es recomendable dejar la puerta abierta a los 

trabajadores, ya que, el modelo de compliance debe ser consensuada entre ambas 

partes. Si antes existía el canal, y no se había dado traslado a los representantes de 

los trabajadores, lo recomendable es que, tras la entrada en vigor de dicha ley, la 

empresa actualice dicha política y a la misma vez, se traslade y se de audiencia a 

los representantes para gestionar el canal de una forma conjunta. Se trata de una 

consulta, no es un acuerdo. En función del convenio, los representantes de los 

trabajadores tendrán un determinado plazo para enviar un informen que bajo 

ninguna circunstancia es vinculante.  

5) ¿A qué se refiere la Ley 2/2023 con que no se aplicará a conflictos 

interpersonales? 

El conflicto interpersonal, puede ser toda situación de acoso. El conflicto es un 

punto de partida, pero hay un conjunto de circunstancias y condicionamientos que 

pueden impactar en la empresa. Por ejemplo, el uso de elementos corporativos 

para llevar a cabo el acoso: móviles de empresa, llamadas telefónicas al número 

de la empresa, u ordenador corporativo. En el caso de que confluyan elementos 

en los que se mezclan componentes de la empresa, se deberá aplicar la Ley 2/2023. 

Destacar que, a las personas jurídicas, ante una situación de acoso, es 

recomendable acudir al Ministerio Fiscal y que, desde ahí, lo puedan valorar. De 

esta forma, la empresa se mantiene al margen de la investigación. Por nuestra 

parte, y así lo señala la ley, sí recomendamos incluir y denunciar este tipo de 

delitos.  

6) ¿Quiénes deben formar el órgano colegiado?  

Depende de cada organización. Desde nuestro punto de vista, deberían formar 

parte aquellas personas que dispongan de conocimientos jurídicos, más en 
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concreto, de derecho laboral para poder desarrollar sus competencias de una forma 

adecuada y ofreciendo todas las garantías.  

7) ¿Cómo se comunica el nombramiento del responsable de sistemas si no hay 

una Autoridad designada al efecto? 

A día de hoy, muy pocas Comunidades Autónomas han designado una Autoridad 

al efecto, destacar entre ellas, la oficina Antifraude de Valencia. Como solución 

propuesta, para aquellas empresas que tengan una web corporativa, comunicarlo 

a través de la web. En caso contrario, se recomienda comunicarlo a la atención de 

la Autoridad independiente de protección al informante en el Ministerio de 

Justicia con acuse de recibo. De esta forma, la persona jurídica está exenta de toda 

responsabilidad.  

8) ¿Hay que comunicar a la fiscalía con carácter inmediato?  

Depende de las circunstancias. La Ley 2/2023 pretende que las empresas se 

conviertan en primeros alertantes de hechos que revisten carácter delictivo, puesto 

que, la propia empresa, es víctima de la situación. El primer elemento que se debe 

proteger es la reputación de la empresa. Se estaría produciendo una indefensión 

de la persona jurídica, y ésta tiene derechos que la amparan. Cuando la empresa 

se encuentre ante esta situación, es necesario que cuente con un protocolo a seguir.  

9) ¿Si hay un empleado que comete un delito de falsificación de documentos, si 

no está cubierto por la ley, se debe comunicar a la fiscalía? 

Se deberá de poner en conocimiento de la Policía o seguir la vía judicial. 

10) ¿Se puede externalizar el sistema en una empresa? 

En la empresa se puede externalizar a un tercero. No obstante, la responsabilidad 

no se puede externalizar, es de la persona jurídica. Es decir, la decisión acerca del 

juicio de valor que hay que tomar en relación con una determinada 

denuncia/comunicación es responsabilidad de la persona jurídica, a partir de ahí, 

se puede externalizar el sistema. Por ejemplo, el acuse de recibo se puede 

externalizar, así como el nombramiento de un instructor que disponga de todas las 

garantías, y respetando los derechos de cada parte.  


